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1. Si este tema 10 acometiéramos desde el punto de vista, vamos a 
llamarlo así, de la teoría general del derecho canónico, probablemente la 
respuesta acerca de las relaciones entre el derecho universal y particular 
rus CANONICUM, XXX, n. 60, 1990,467-492. 
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no sería demasiado difícil. Quizá fuese posible incluso responder 
trayendo a colación unas palabras de la PB (Introducción, n.ll), que 
compendian 10 sustancial de estas relaciones: «La colaboración que la cu-
ria romana presta al Santo Padre está pues fundada sobre este servicio a la 
unidad: unidad en primer lugar de fe, que se sostiene y se constituye so-
bre el sagrado depósito del que el sucesor de Pedro es el primer custodio 
y defensor, y para el cual ha recibido el supremo mandato de confIrmar a 
los hermanos; unidad además de disciplina, puesto que se trata de la dis-
ciplina general de la Iglesia, que consiste en un conjunto de normas y de 
comportamientos morales, constituye la estructura fundamental de la 
Iglesia y asegura los medios de salvación y su recta distribución, junta-
mente con la ordenada organización del Pueblo de Dios». Así pues, existe 
en la Iglesia un ministerio de unidad, constituido por el Papa con la co-
laboración de la curia romana, al que compete no sólo la unidad de fe, 
sino también la unidad disciplinar. 
«El gobierno de la Iglesia universal-continúa el documento-, ha de-
fendido siempre esta unidad constituida desde la diversidad de formas de 
ser y de obrar que brotan de las diferencias de personas y de culturas, sin 
que la unión padezca perjuicio por la inmensa multiplicidad de los dones 
que el Espíritu Santo distribuye generosamente; más bien dicha unidad se 
enriquece continuamente, con tal de que no surjan intentos aislacionistas 
y centrífugos de mutua separación, y consigue que todos los elementos 
confluyan en la más profunda estructura de la única Iglesia». Es decir, 10 
particular y 10 universal son dimensiones complementarias de comunión o 
de unidad. 
La Constitución apostólica, después de presentar en estos dos párra-
fos las dos grandes magnitudes (lo universal y 10 particular en la Iglesia), 
concluye en el último párrafo con los principios de relación: «De estas 
premisas brota el principio de que el ministerio de unidad respeta las 
costumbres legítimas de la Iglesia universal, los usos de los pueblos y la 
potestad que por derecho divino corresponde a los pastores de las Iglesias 
particulares. Pero está claro que el Romano pontífIce no puede dejar de 
intervenir siempre que graves motivos 10 exijan para la defensa de la 
unidad en la fe, en la caridad o en la disciplina». De este modo quedan 
sentados los dos grandes principios de relación: el respeto al derecho par-
ticular y la prevalencia del derecho universal por ineludibles exigencias 
constitucionales. 
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Todo esto, como digo, sería una respuesta suficiente y válida desde 
la perspectiva de la teoría general (o incluso del derecho constitucional). 
Pero lo que aquí pretendemos no es tanto enunciar principios cuanto ilus-
trar la operatividad que tengan; es decir, afrontar el problema técnico de 
las relaciones entre el derecho universal y el particular: cómo calificar a 
unas normas de derecho particular o universal, quiénes son competentes 
para dictarlas, en qué medida prevalece uno sobre otro, cuáles son las cir-
cunstancias de su cesación. Para determinar estos extremos tenemos unos 
cuantos datos de derecho positivo -en realidad muy pocos-, algunas 
orientaciones de la praxis, y determinadas construcciones de la doctrina. 
Junto a eso deberé echar mano sin ningún rubor de los principios de teo-
ría general-y no sólo de las normas técnicas- siempre que las circunstan-
cias lo aconsejen, porque en estos temas es muy difícil organizar compar-
timentos metódicos estancos: los principios emergen con toda naturalidad 
y el recurso a ellos es conveniente y necesario. 
2. Una primera cuestión preliminar que nos sale al paso es determi-
nar qué es y qué no es el derecho universal y el particular. El c. 12 § 1 
ofrece, sin que pretenda ninguna definición, algunas notas para definir la 
ley universal: «las leyes universales obligan en todo el mundo a todos 
aquellos para quienes han sido dadas». Aparte de la obvia determinación 
de que el derecho universal atañe a todos los territorios (aunque también 
aquí podríamos matizar un poco, porque normalmente la ley universal no 
afecta al fiel a través del territorio, sino con criterios de orden personall ), 
lo que resulta representativo del canon citado es la advertencia de que ese 
derecho afecta a todos aquellos para quienes ha sido dado; con esta aflf-
1. Al menos ésa parece la opinión prevalente, aunque no la única, de los canonistas. 
El CIC ha suprimido la presunción general de territorialidad de la ley que ofrecía el Código 
antiguo, precisamente porque esa noción no se avenía bien con la ley universal. Valgan 
estas palabras de ONCLIN como secretario del Coetus studiorum de normis generalibus: 
«Solae enim leges particulares possunt esse aut territoriales aut personales. In universa 
historia huius quaestionls quaestio de indole territoriali aut personali legum ponitur 
solummodo per respectum ad leges particulares, non autem per respectum ad leges 
universales Ecclesiae. Affmnatio Codicis, in can. 13, §2, quae est omnino generalis et 
respicere etiam videturleges universales, ansam praebuit diversis declarationibus: iuxta 
quosdam, leges universales omnes sunt personales (ita nonnulli). dum iuxta alios, leges 
universales sunt territoriales (ita alii); dum iuxta alios leges universales sunt simpliciter 
universales et de iisdem poni non potest quaestio utrum sint personales aut territoriales 
(adhuc alii). Itaque supprimenda est §2 huius can.» Communicationes, 16 (1984), p. 145. 
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mación se está queriendo decir que el derecho universal resulta muchas 
veces, casi siempre, derecho especial: es muy difícil que una norma uni-
versal sea también general, es decir, que vincule a todos los fieles; lo 
habitual será que se dirija a una especie o categoría de ellos, y no por eso 
la norma deja de ser universal. Una norma universal obliga por tanto en 
todo el mundo a cualquiera que caiga en su supuesto de hecho. 
No siempre es fácil determinar con absoluta claridad cuándo una 
norma es universal y cuándo no lo es2• Hay leyes universales que tienen 
un objeto normativo extraordinariamente específico. Pensemos por ejem-
plo en la canonización de un Beato, en la creación de una diócesis o en la 
erección de una universidad pontificia. Una visión simplista del problema 
podría hacemos pensar que se trata de derecho particular (o singular), 
cuando en realidad no lo es: esas normas, aun teniendo como objeto nor-
mativo inmediato unas coordenadas de espacio y de destinación muy 
limitadas, están afectando en su despliegue normativo a todo el mundo: 
todos son, por lo menos, terceros afectados por ellas. Cosa distinta sería, 
por ejemplo, que la norma no canonizase a un Beato, sino que asignara 
ese Santo como patrono para una comunidad particular, o que, además de 
erigir el centro universitario, la norma otorgara la ley por la que se rige 
esa institución. Eso sería ya derecho particular. 
Pero para definir el derecho particular me serviré de una amplia des-
cripción hecha por Marianne Pesendorfer3, en una monografía que publi-
có no hace muchos años; decía así: «El ius particulare es la suma de todas 
las normas eclesiásticas que han alcanzado validez (derecho consuetudi-
nario) o que han sido emanadas (derecho de ley) tan sólo en o para una 
determinada circunscripción de la Iglesia, independientemente del legisla-
dor del que procedan. Un criterio esencial para la adjudicación de una 
norma al derecho particular es su delimitación local, la delimitación terri-
torial de su fuerza obligatoria. La facultad que tienen las corporaciones 
autónomas de darse sus propias normas no podemos integrarla en el ám-
2. Una visión distinta ofrece, por ejemplo, el comentario de JlMÉNEZ URRESTI, sub 
can.12-13, en Código de Derecho canónico, Madrid 1985, pp. 23-24. 
3. M. PEsENDORFER, Partikulares Gesetz und partikularer Gesentzgeber im System des 
Geltenden latinischen Kirchenrechts, Wien 1975, p. 132. Puede verse también el intento de 
defmición (y la diversidad de perspectivas que están comprendidas en ella), en L. DE 
ECHEVERRIA, El derecho particular, en «La norma en el Derecho canónico», Actas del ID 
Congreso internacional de Derecho canónico, Pamplona 1979, pp. 186-192. 
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bito de las leyes particulares, pues su estructuración depende más bien de 
criterios de vigencia personal». A estas palabras, que suscribo por 10 
demás con entusiasmo, conviene hacerles una pequeña salvedad. En el 
código, el concepto de derecho particular abarca también supuestos de 
normas que afectan a una parte de los fieles determinada con criterios per-
sonales; no se suele usar sin embargo el término derecho particular si esas 
normas proceden de la autonomía, área en la que el código prefiere una 
terminología diversa (normalmente statutcr o ius propriwn 5). 
En el resto, como decía, los trazos que marca Pesendorfer son muy 
exactos: a) el derecho particular no es sólo aquél que procede de las ins-
tancias de potestad particular (los obispos diocesanos y 10 que la PB lla-
ma eorwn coetus6, sus agrupaciones, las conferencias episcopales y los 
sínodos), sino que el derecho particular es frecuentemente pontificio o 
procede de las congregaciones romanas; b) el derecho particular está 
constitutido por normas generales, no por actos jurídicos singulares; en 
virtud de ello la costumbre forma parte del derecho particular; c) el 
derecho particular es tendencialmente territorial, como hemos dicho, y no 
acoge las normas de autonomía. 
Hay una última cuestión que me parece importante indicar para dar 
por terminada la fase de las cuestiones preliminares. Hemos dicho que el 
derecho particular no siempre es escrito, sino que puede ser también con-
suetudinario; ahora decimos que el derecho escrito tampoco ha de cubrir 
adecuadamente el concepto formal de ley: basta con que sea una norma 
general, aunque no sea estrictamente dada por el mismo legislador. A este 
respecto resulta claro que los decretos generales ejecutorios dictados por 
4. Cfr. L. PRADOS, El derecho estatutario en el Código de Derecho Canónico, en 
«Excerpta e dissertationibus in iure canonico», vol. VIT, Pamplona 1989, pp. 361-406. 
5 . Como es sabido, el CIC emplea el término ius proprium con un contenido 
específico que, aunque no se identifica de modo pleno con los estatutos, responde en último 
término, con matices muy cualificados, a un fenómeno de tipo estatutario. Pero el legislador 
no ha querido llamar statuta a las normas que rigen el régimen jurídico y la actividad de los 
institutos de vida consagrada, ya que éstas tienen una fisonomía peculiar (cfr. por ejemplo c. 
587) que difícilmente se armoniza con el concepto puramernte técnico de statuta que ofrece el 
c. 94. Puede verse sobre este punto, J. OrADUY, Las características jurldicas de los estatutos 
según el c. 94, en «Das konsoziative Element in der Kirche», Actas del VI Congreso 
internacional de Derecho canónico (Munich, 1987): Sto Otilien, 1989, pp. 313-319. 
6. Cfr., por ejemplo, el arto 13: «Dicasteria, secundum uniuscuiusque propriam 
competentiam negotia tractant ( ... ) quae fines competentiae singulorum Episcoporum 
eorurnve coetuum excedunt». 
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los dicasterios de la curia en virtud de la habilitación general del c. 31 § 1, 
así como, por ejemplo, las normas generales sobre distintas materias para 
las que están facultadas las congregaciones romanas por los arto 72 § 1, 
94 Y 115 de la PB7, constituirán supuestos de derecho universal o parti-
cular' según cuál sea su alcance. Y lo mismo cabe decir de las normas 
generales que proceden de la instancia particular sin que puedan llamarse 
formalmente ley. 
Esto no es una deducción gratuita, sino que tiene un fuerte funda-
mento en el derecho positivo. Si se contemplan los dos pasajes príncipes 
del código en tomo a las relaciones entre ambos derechos, se observa que 
el legislador ha usado con mucha intención los términos ley y derecho. 
Son los cc. 135 § 2 Y 20. Por supuesto volveremos sobre ellos, pero 
ahora importa advertir 10 referente a este asunto: «tampoco puede el le gis-
lador inferior -dice el c. 135- dar válidamente una ley contraria al derecho 
de rango superior». Ya ha advertido Labandeira8 este punto: aquí se está 
diciendo que, sea cual sea el rango formal del derecho superior (por 
ejemplo, aunque se trate de una norma general administrativa), prevalece 
ante el derecho particular, aunque sea éste de mayor categoría formal (una 
ley diocesana, por ejemplo). La jerarquía subjetiva preside y domina en 
este punto a la jerarquía formal de fuentes. 
En el c. 20, con un uso análogo de los términos pero con una pers-
pectiva aparentemente contradictoria, se dice: «la ley universal no deroga 
en nada el derecho particular ni el especial, a no ser que se disponga ex-
presamente otra cosa en el derecho». También aquí el uso es intencional, 
y pone a salvo el derecho particular, si no hay cláusula revocatoria, no 
simplemente ante el derecho universal, sino incluso frente a la ley univer-
sal. Y no se piense que aquí hay tan sólo una referencia a la costumbre, 
porque el régimen correlativo para la costumbre .está dispuesto en el c. 
28. Se está hablando por tanto del derecho particular escrito. 
7. Se trata de las normas especiales concernientes a la instrucción de la causa, 
emanadas de la Congregación para las causas de los santos (art. 72 §1); las normas para que 
la enseñanza de la catequesis sea impartida de modo conveniente, dictadas por la 
Congregaci6n para el clero (art. 94); las normas que fija la Congregación de seminarios e 
institutos de estudios, según las cuales debe regirse la escuela católica (art. 115). 
8. Cfr. E. LABANDEIRA, Tratado de derecho administrativo canónico, Pamplona 1988, 
p.374. 
LA RELACION ENTRE EL DERECHO UNIVERSAL Y EL PARTICULAR 473 
3 . Explicando las cuestiones preliminares hemos entrado de lleno en 
materia. Porque el asunto que nos preocupa es el siguiente: ¿qué criterios 
ofrece el derecho positivo para dirigir las relaciones entre el derecho uni-
versal y el particular? Tengo la impresión de que hemos introducido ya el 
problema: el derecho universal prevalece (c. 135 § 2) sobre el derecho 
particular y, simultáneamente, respeta (c. 20) el derecho partiéular. Como 
se ve, las normas técnicas de derecho positivo son en este punto una 
exacta trasposición de los principios constitucionales o de teoría general 
que hemos expuesto al comienz09. 
Lamentablemente, a este esquema formalmente tan claro hay que 
hacerle una enmienda que compromete de modo notable su claridad: el 
concepto de prevalencia en el ámbito canónico comporta más bien una 
jerarquía de autores de las normas que una jerarquía de normas. Volve-
mos a encontrarnos en este punto con la jerarquía subjetiva como domi-
nadora de la jerarquía formal en el derecho canónico. No se puede hablar 
en sentido estricto y sin matices de la prevalencia del derecho universal 
sobre el particular, porque este último puede proceder también de la ins-
tancia suprema. Así pues ha de quedar claro este punto a lo largo de toda 
la exposición: aunque hablemos en el texto, utilizando los términos en 
sentido lato -y, sin esta advertencia, erróneo-, de prevalencia del derecho 
universal sobre el particular, estamos reflriéndonos al derecho particular 
periférico y no al proveniente de la instancia central y suprema. 
Hasta tal punto prevalece la jerarquía subjetiva sobre la formal, que la 
intervención de la potestad superior puede -al menos así lo indica la 
praxis y la doctrina tradicional- atraer a sí unas normas particulares a 
través de una confirmación específica, que convierte esas normas particu-
lares en normas pontificias 10. En este supuesto tampoco habría dificultad 
9 . Para una visión de las relaciones entre el derecho universal y el particular desde una 
perspectiva histórico-descriptiva más que de teoría de la norma, puede verse L. DE 
ECHEVERRIA, El derecho particular, cit., pp. 211-212; G. LEBRAS, Dialectique de l'universel 
et du particulier dans le Droit canon, en «Annali di Storia del diritto», 1957, pp. 75-84. 
Según esta perspectiva, repetida después frecuentemente en los trabajos de Le Bras, existe 
una alimentación mutua entre ambos niveles normativos, de modo que se desprende una 
constante histórica en virtud de la cual se particulariza lo universal en el derecho particular y 
se universaliza lo particular en el derecho universal. 
10. Sobre el concepto de confirmación específica cfr. P.x. WERNZ, Ius Decretalium, 1, 
Roma 1898, n.115, pp. 123-124; A. VAN HOVE, De legibus ecclesiasticis, Mechliniae-
Romae 1930, n.342, pp. 349-351; G. MICHIELS, Normae generales iuris canonici, 1, 
Parisiis-Tomaci-Romae 1949, p. 653; V. GoMEZ IGLESIAS, Naturaleza y origen de la con-
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para admitir que la ley que tuvo su origen en el legislador particular pueda 
prevalecer sobre la legislación universal. 
Volviendo al tema: sin que en ningún momento el código haya pre-
tendido acometer de modo sistemático -ni siquiera temático- las relaciones 
entre ambos derechos, las normas técnicas han resultado coincidentes 
punto por punto con los principios enunciados en sede constitucional. 
Los cc. 135 § 2 Y 20 coinciden con el n. 11 de la Introducción de la PB. 
Digamos también que esos cánones contienen criterios normativos gene-
rales, que por su condición criteriológica y por su condición general 
habrá que matizar con alguna frecuencia. 
El primero de estos criterios es, comE> decimos, el de la prevalencia 
del derecho universal sobre el particular, que se formula con la caracterís-
tica expresión, contenida en el c. 135, de que el legislador inferior no 
puede dar una ley contraria al derecho de rango superior. Con terminolo-
gía clásica diríamos que el derecho universal desorbita (exorbitat)l1 de la 
competencia del legislador particular: él no puede originarlo, modificarlo 
ni extinguirlo precisamente porque desorbita de su competencia; pero es 
que además se le impone: ni siquiera puede ignorarlo, resisitirse a él (si 
excluimos el histórico tema de la remonstratio episcoporum), o contrade-
cirlo normativamente. Con respecto a esta exorbitatio no está de más la 
indicación que hace la PB en su artículo 13: los dicasterios tienen compe-
tencia sobre los asuntos que «rebasan el ámbito de competencia de cada 
uno de los obispos o de sus agrupaciones»: este límite de competencia es 
habitualmente el ius universale. 
firmaci6n «ex certa scientia», en «Ius canonicum» 49(1985), pp. 91-116. En referencia 
concreta al valor que pueda tener una ley particular específicamente confirmada por el 
Romano pontífice (<<seu post diligens examen, absolute, nulla adiecta conditione, addita 
clausula ex Motu proprio et ex certa scientia», como dice MICIDELS, cit., p.653), conviene 
atender a estas palabras de Wemz: «Si lex inferioris legislatoris ex sese non est valida 
(como no lo sería la del legislador particular que se opusiera a la ley universal), per 
confmnationem in forma specifica vim atque valorem obtinet nisi in nonullis casibus 
necessario excipiendi» (P.x. WERNZ, cit., p. 123). 
11. Aunque el concepto de exorbitatio se adecúa muy bien a nuestro propósito, habrá 
que decir que su uso can6nico habitual no se sitúa en el ámbito de las relaciones- entre derecho 
universal y particular, sino entre el derecho común y el derecho excepcional y an6malo (las 
iuris singularitates). A ello respondía la regula iuris 28 in V/º: «quae a iure commune 
exorbitant, nequaquam ad consequentias sunt trahenda». Cfr, por ejemplo, G. MICIDELS, cit., 
pp. 576-580. 
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Así pues, las normas del legislador particular se han de producir 
según la siguiente alternativa de relación con el derecho universal: o bien 
ocuparán -si se me permite esta expresión- el espacio que han dejado ju-
rídicamente libre las normas universales (praeter ius universale, por lo 
tanto), o bien tendrá lugar como desarrollo de ese derecho universal (se-
cundum ius universale). Nunca, en consecuencia, contra ius universale. 
4. Creo que es conveniente hacer un comentario a esta fIrme, pacífI-
ca y tradicional posición del derecho canónico sobre la prevalencia del 
derecho universal. Los comentarios podrían hacerse desde muchas pers-
pectivas, pero yo voy a escoger una muy concreta, que sería ésta: la 
prevalencia del derecho universal no debe entenderse nunca en la Iglesia 
como un modo de recortar la potestad de la instancia particular. Dicho de 
otra forma, el derecho universal no es un intruso en el ámbito particular. 
Es verdad que, como hemos dicho, la competencia sobre la constitu-
ción y revocación de la norma universal es cosa del ministerio petrino; 
pero eso no es todo, porque la competencia sobre la implantación, pro-
moción y urgencia del derecho universal es tarea propia del ministerio 
episcopal. En este sentido se puede decir que el derecho universal es de 
los obispos. Resulta muy signifIcativo a estos efectos el c. 392, en el que 
se contemplan las obligaciones del obispo diocesano en referencia a la 
promoción de la disciplina cunctae Ecclesiae commune12• y también 10 es 
el arto 26 de la PB, donde, en dirección inversa pero con el mismo 
sentido, el legislador supremo arbitra cauces para solicitar el parecer de 
los obispos y sus agrupaciones «cuando se trate de preparar documentos 
de la máxima importancia, que tengan carácter general»; son, qué duda 
cabe, apreciaciones de distinto orden y alcance, pero ambas interesantes 
para advertir la implicación de la instancia particular en el derecho 
universal. 
Por tanto -y esto es más que una frase-, el derecho universal es tan 
propio y tan íntimo a las Iglesias particulares como el derecho particular. 
12. «§ 1. Ecclesiae universae unitatem cum tueri debeat, Episcopus disciplinam cunctae 
Ecclesiae communem promovere et ideo observantiam omnium legum ecclesiasticarum 
urgere lenetur. 
«§2. Advigilet ne abusus in ecclesiasticam disciplinam irrepant, praesertim circa 
ministerium verbi, celebrationem sacramentorum et sacramentalium, cultum Dei et 
Sanctorum, necnon bonorum administrationem» (c. 392). 
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Desde la perspectiva jurídica, el inest et operatur de la Iglesia universal en 
la particular significa la disciplina común a toda la Iglesia; es decir, la 
disciplina común constituye, si hablamos en términos de derecho, la 
presencia y la operación de la Iglesia universal en la particular. El derecho 
universal no sólo no es un intruso en las Iglesias particulares, sino que es 
un elemento de su más íntima estructura. 
5. Hemos hablado con frecuencia de la disciplina común, que es el 
objeto del derecho universal. Debemos ahora preguntarnos lo siguiente: 
esta disciplina común ¿tiene unos límites definidos? Como veremos in-
mediatamente, esos límites existen, pero lo que resulta ciertamente difícil 
es fijarlos de modo demasiado taxativo. La cuestión de la amplitud que 
alcance la disciplina común es discrecional y admite una franja muy ancha 
de opciones normativas. 
Todos somos conscientes, por ejemplo, de que en estos momentos el 
código ha ampliado considerablemente el juego del derecho particular, y 
ha preferido optar por un derecho universal menos capilar, que aprecia las 
instancias legislativas particulares, a las que remite con bastante frecuen-
cia. No es descabellado decir que en estos momentos la legislación par-
ticular viene promovida desde la misma ley universal. 
Si miramos las cosas desde un punto de vista analítico, el código 
muestra una triple actitud para esa promoción del derecho particular: a) en 
primer lugar, adopta funciones de fomento preceptivo, es decir indica un 
deber de intervención del derecho particular: recordemos aquí las nume-
rosas competencias normativas de las conferencias episcopales, a muchas 
de las cuales debían proveer las conferencias en el lapso de la vacatio 
legis, y para cuyo cumplimiento la Santa Sede hubo de urgir13; b) otras 
veces la función del código es de fomento discrecional: indica sólo una 
13. En efecto, pocos días antes de la entrada en vigor del CIC, después de la vacatio 
legis, el Secretario de Estado urgía a las Conferencias episcopales a que, al menos a través de 
normas transitorias (es decir, provisionales), ejerciesen las competencias a que estaban 
obligadas, para que no se produjese al término de la vacatio un vacío legislativo. La carta 
circular señala una lista de 21 competencias normativas que las Conferencia episcopales 
debían ejercer preceptivamente (cfr. X. OcHOA, Leges Ecclesiae, VI, n.5008, col. 8713-15). 
También existen en el CIC normas de tenor preceptivo para el ejercicio de la potestad 
legislativa del obispo diocesano en algunos supuestos: cfr, por ejemplo, los cc. 513, 536, 
537, 772, 1275 Y 1649. 
LA RELACION ENI'RE EL DERECHO UNIVERSAL Y EL PARTICULAR 477 
posibilidad de intervenir14; c) y no son pocas las ocasiones (pienso sobre 
todo en el Título IX del Libro 1, sobre la provisión de oficios), en las que 
el código subroga su norma a la que dicte el legislador particular; es decir, 
la establece subsidiariamente para el caso de que el legislador (o los 
estatutos de la persona jurídica) se inhiba. 
Pero volvamos al tema de los límites del derecho universal. Y con 
respecto a esto me gustaría advertir que la prevalencia de que venimos 
hablando no debe entenderse en el sentido de que el derecho universal 
tenga una potencia expansiva ilimitada. Sus límites son precisamente la 
disciplina común de toda la Iglesia. Por tanto, hay un grado de autonomía 
legislativa particular que el derecho universal debe respetar, porque los 
obispos gobiernan legislativamente sus diócesis con potestad propia, or-
dinaria e inmediata (c. 391). 
No es propio de la legislación universal gobernar normativamente las 
Iglesias particulares rebasando su tasa de competencia, que es la dis-
ciplina común. Este principio es claro, pero como ya hemos dicho, los 
límites son relativos; no sólo porque también el legislador universal tiene 
competencia inmediata sobre todas las Iglesias (competencia que puede 
ejercer en caso de necesidad, o simplemente por suplencia), sino porque 
esos límites no pueden ser reivindicados: están moderados por la ra-
tionabilitas del legislador, pero no por recursos jurídicos o jurisdiccio-
nales15• 
14. Así, por ejemplo, la «lista indicativa (de 22 competencias normativas) de los 
casos en que las Conferencias episcopales pueden publicar normas particulares para com-
plementar el Código de derecho canónico», que se ofrece en el mismo documento citado en la 
nota anterior (X. OCHOA, cit., col. 8714-15). Con respecto a los obispos diocesanos, 
pueden encontrarse supuestos de esta normativa facultativa fomentada ex lege codicis -
aunque evidentemente se diseña más bien como competencia que como facultad- en los ce. 
277 §3, 510 §3, 531 §1, 533, 838, 844, 860 §2, 944, 1002, 1281 §2, 1292 §l. 
15. «La potestad del Sumo Pontífice tampoco es ilimitada, como no 10 es ninguna 
potestad de gobierno, por 10 mismo que siempre es un servicio a la sociedad y no está 
orientada al provecho del que manda. Muchos autores han tratado de los límites del poder 
central en la Iglesia, que provienen tanto del derecho divino como de la congruencia debida 
en materia de derecho eclesiástico, aun dejando clara la imposibilidad de enjuiciar los actos 
del Papa. Tales limitaciones son tanto de orden interno a la misma potestad (el fm y el 
objeto de la misma, la equidad debida, la causa justa, etc.), como de orden externo, o sea 
ciertos derechos adquiridos que deben respetarse, obligaciones contraídas que hay que 
cumplir (concordatos, etc.) o esferas de autonomía que no se pueden invadir sin razón 
suficiente» (E. LABANDEIRA, Tratado de derecho administrativo can6nico, cit., p. 237). 
Acerca de ese respeto a las esferas de autonomía, habia escrito Hervada: «Es también un 
límite de Derecho la existencia del gobierno particular. O 10 que es lo mismo, el gobierno 
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Sin embargo, el concepto de racionalidad no está vacío, es bastante 
más que una palabra. Interesa observar a este respecto que la PB, al 
tiempo que en algunas de sus prescripciones, como hemos visto (art. 13), 
advierte acerca de esa incompetencia de los obispos en 10 que rebasa su 
propio ámbito, indica también que existen competencias particulares que 
el derecho universal debe respetar; así se explican, por ejemplo, las ex-
presiones «salvado el derecho de los obispos y de sus conferencias, la 
Congregación se ocupa de aquellas materias que conciernen a los presbí-
teros» (art. 93), o «dicha Congregación realiza todas aquellas tareas que, 
de acuerdo con el derecho, corresponden a la Santa Sede en tomo a la 
vida y a las actividades de los institutos» (art. 108). Aunque es evidente 
que en este último caso el punto de referencia fundamental es el ius pro-
prium de los institutos de vida consagrada, más que el derecho particular 
en su acepción habitual, no podrá pasarse por alto que esas expresiones 
indican la conciencia que el derecho universal tiene sobre sus propios 
límites. Porque en esas palabras no tiene por qué haber sólo una referen-
cia a la potestad ejecutiva que se ejerce en los casos singulares, sino tam-
bién a la potestad normativa universal. 
6. Me parece que para definir este estado de cosas, para determinar 
qué es 10 propio de cada órbita legislativa, puede prestar alguna ayuda la 
consideración del régimen de reserva. 
Sabemos bien que en el derecho canónico el régimen de reserva 
opera fundamentalmente en el ámbito de la potestad ejecutiva singular 
(sobre todo en las dispensas) y en el ámbito penal. No se suele hacer uso 
de él en la esfera legislativa o normativa. Sabemos también en qué consis-
te: la potestad superior reconoce la plena competencia de la instancia infe-
rior para el ejercicio de la potestad, excepto en los casos reservados; el 
régimen de reserva es un paso más que el simple régimen de concesiones 
específicas para cada supuesto. 
central ( ... ) tiene por objeto la Iglesia contemplada en su unidad universal. No es lo suyo el 
gobierno particular, respecto del cual tiene la función de establecer normas generales, la 
función subsidiaria (prestar ayuda) y la función supletoria (suplir cuando los órganos de 
gobierno particular no cumplen con su función adecuadamente)>>. (J. HERVADA, Estructura y 
principios constitucionales del gobierno central, en «Ius canonicum» 22 (1971), p.51). 
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Pues bien, aunque como digo este régimen -por muchas razones- no 
se suele aplicar al ámbito de lo normativo, úene también cierta operativi-
dad en él. De hecho, el c. 381 § 1 no disúngue las funciones o las potes-
tades cuando dice: «Al obispo diocesano compete en la diócesis que se le 
ha confiado toda la potestad ordinaria, propia e inmediata que se requiere 
para el ejercicio de su función pastoral, exceptuadas aquellas causas que 
por el derecho o por decreto del Sumo Pontífice se reserven a la autoridad 
suprema o a otra autoridad eclesiásúca». Esto significa, si hacemos una 
lectura de este canon en clave de normas generales, que la potestad nor-
mativa no es concedida a los obispos, y que se exceptúa de ella la disci-
plina común reservada, que es un límite para el ejercicio de la potestad 
episcopal. 
Evidentemente no se trata de una reserva material16 No existen ma-
terias que afecten a su propia comunidad en las que el legislador particular 
no pueda intervenir, pero en ocasiones deberá hacerlo a través de una nor-
maúva de ejecución o de concreción, en dependencia y desarrollo de la 
norma universal. No olvidemos que también tiene sobre ésta una deter-
minada competencia (de implantación, de impulso, de urgencia, de vigi-
lancia). 
7. Para terminar de explicar el concepto de prevalencia es oportuno 
añadir una última nota. La legislación particular debe respetar la legisla-
ción universal, pero ¿existe un control de ajuste a la legalidad?, ¿qué ocu-
rre si, no se respeta?, ¿hay medios jurídicos para recomponer el orden?, 
¿existe un control jurídico del derecho particular? También aquí conviene 
que la respuesta sea matizada. 
Hay supuestos en los que el control es claro: el arto 82 de la PB (y 
también el 15717, en 10 que l'especta al aspecto jurídico formal, llevado a 
16. Una cierta reserva material refleja el régimen legislativo de las Conferencias 
episcopales, que se ejercita de acuerdo con las competencias tasadas por la ley o en virtud de 
un mandato de la Sede Apostólica (c. 455). Dicho régimen alcanza incluso a los decretos 
generales ejecutorios (resp. inL auto del 5.Vil.85, AAS 77(1985), p . 771). 
17. El arto 157 de la PB dice así: «Al mismo (Pontificio Consejo), además, deben ser 
sometidos para la revisión (pro recognitione) por parte del dicasterio competente, los 
decretos generales de los organismos episcopales (episcoporum coetuum) para que sean 
examinados bajo el aspecto jurídico». 
480 JAVIER OrADUY 
cabo por el Pontificio Consejo para la interpretación de los textos le-
gislativos) indica con claridad la competencia de la Congregación para los 
obispos en lo relativo a la recognitio de las actas y decretos de los 
concilios particulares y de las conferencias episcopales. No voy a entrar a 
la naturaleza de este acto de reconocimiento, pero parece difícil que pueda 
sustraerse de él este aspecto de control de ajuste a la legalidad universal18• 
Distinto, y muy novedoso, resulta sin embargo el supuesto que dise-
ña el art~ 158 de la PB. Según este artículo, el Pontificio Consejo para la 
interpretación de los textos legislativos, a petición de los interesados por 
la norma, «decide si las leyes particulares y los decretos generales,pro-
mulgados por legisladores por debajo de la autoridad suprema, están de 
acuerdo con las leyes universales de la Iglesia». No se puede exponer de 
modo más específico el control de congruencia para la legislación par-
ticular. 
La naturaleza de este control no es judicial, porque el Consejo no 
tiene las competencias de un tribunal, aunque materialmente el Consejo 
Pontificio, en este orden de actividad, lleve a cabo <<juicios de congruen 
18. Coinciden casi todos los autores en que al menos es ésta una condición ineludible 
de la recognitio. Por ejemplo: «¿Qué es, sin embargo, propiamente lo que se quiere decir con 
la 'revisi6n' (recognitio, recognoscere) por la sede apostólica? Se trata aquí sin duda de una 
participaci6n de la Santa Sede en la creación de derecho particular. Pero esta participaci6n 
está caracterizada por una cierta reserva. Sujeto de la decisi6n al respecto es s610 la 
conferencia episcopal. La Santa Sede no se apropia de la decisi6n, sino únicamente examina 
si se ajusta a derecho (aunque también examina su oportunidad), declara que no existen 
reservas frente a la decisi6n de una conferencia episcopal». (P. KRÁMER, Las conferencias 
episcopales y la Santa Sede, en «Naturaleza y futuro de las conferencias episcopales», 
Salamanca 1988, p. 172). Con mucha mayor claridad se expresan los autores acerca de la 
componente de ajuste a la legalidad universal que lleva aneja la recognitio cuando comentan 
el arto 157 de la PB, que en breve analizaremos. Así, Herranz -en el comentario tal vez más 
completo y autorizado sobre las funciones del Pontificio Consejo-, pone.de manifiesto que 
la recognitio supone un examen de cada texto «SOltO i1 duplice profIlo di congruenza con le 
leggi universali (a salvaguarda, cioe, della communio in regimine) e di corretezza 
terminologica e concettuale». (J. HERRANZ, Il PontifICio Consiglio della interpretazione dei 
testi legislativi, en «La Curia Romana nella Costo Ap. 'Pastor Bonus'», CitlA del Vaticano 
1990, p. 476). URRUTIA, del mismo modo, hace ver la necesidad de ajuste a la legalidad 
universal que está comprendida en la expresión subicienda pro recognitione del arto 157 (cfr. 
De PontifICio Consüio de legum textibus interpretandis, en «Periodica de re morali canonica 
liturgica» 78 (1989), pp. 515-516). El autor aduce (en la nota 10) supuestos 
ejemplificativos de hipotéticas quiebras de legalidad universal. 
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da legislativa para tutelar el principio 'a legislatore inferiore lex iuri su-
periori contraria valideferri nequit' (can. 135 § 2)>>19, emita sentencias20 o 
procure seguir un procedimiento con las garantías de profundidad y 
ecuanimidad propias del ámbito judicia121• Parece que el Consejo 
Pontificio, en estos juicios de congruencia legislativa, hace uso de su 
competencia ordinaria, que es la interpretación de la ley, de modo que sus 
juicios no serían otra cosa que interpretaciones auténticas para un caso 
particular22. 
A tenor del arto 158, este juicio de congruencia puede ser solicitado 
iis quorum interest, y por lo tanto no sólo por los legisladores particulares 
(en quienes puede suscitarse la duda acerca de la coherencia de una norma 
particular, todavía no promulgada, con la legislación universal), sino 
también por cada uno de los fieles afectados por esa ley particular o por 
ese decreto general23• . 
Los efectos de una eventual decisión negativa o de falta de con-
gruencia -que no parece tener la posibilidad de ser recurrida24, como no 
sea ~ través del recurso de súplica ante el mismo organismo- pueden al 
19. J. HERRANZ. JI Pontificio Consiglio ... , cit.. p. 477. 
20. Así lo reconoce J. HERRANZ. ibid .• p. 480. nota 52. 
21. Cfr. J. HERRANZ. ibid., p. 480. Es evidente que esta competencia del Consejo 
convierte a éste en semejante. aunque con indudables rasgos distintivos. a los Tribunales 
constitucionales (cfr. ibid., p. 478). 
22. Así J. HERRANZ. ibid., p. 480. nota 52. Según Urrutia, se trata de una interpre-
taci6n auténtica per modum legis. toda vez que no puede confundirse con la mera resoluci6n 
de una controversia por vía administrativa. resoluci6n que de Jacto contendría una 
interpretaci6n de la ley (c. 16 §3) (cfr. F.x. URRUTIA. De Pontificio Consilio ...• cit .• p. 
517). Siendo esto último cierto. no parece que este tipo de decisiones del Consejo puedan 
entenderse en sentido propio como exhibitae per modum legis. La ley requiere generalidad 
(de destinatario) y perpetuidad tendencial (de materia regulada). y en este caso no parece que 
existan ni lo uno ni lo otro: la decisi6n se agota en la resoluci6n del conflicto legislativo. 
es un episodio que no se proyecta establemente en el futuro para la valoraci6n de otros 
supuestos. como no sea al modo como lo hace la jurisprudencia. 
23. «Ji 'quorum interest' dicendi sunt etiam omnes illi qui illa lege particulari 
obligarentur. unde. ex tenore articuli. etiam singuli fideles ius habent recurrendi ad 
Consilium. quatenus putent legem iam promulgatam. quae ipsos ligaret. non cohaerere cum 
aliqua lege universali». (F.X. URRUTIA. De Pontificio Consilio ...• cit .• p. 519). 
24. Urrutia se manifiesta contrario a la posibilidad del recurso. porque no habría una 
instancia superior competente para interpretar la ley universal. como no fuera el Romano 
Pontífice. ante la cual interponer el recurso (F.X. URRUTIA. De Pontificio Consilio ...• cit .• 
pp. 517-518). 
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canzar, como ha señalado recientemente una autorizada doctrina, «la anu-
lación de la ley, o el mandato autoritativo para que el legislador inferior la 
modifique»25 . 
8 . Pero ya es hora de introducir el segundo gran tema de las relacio-
nes entre ambos derechos, al que hemos denominado respeto de la ley 
universal sobre el derecho particular, y que encuentra su formulación 
positiva en el área de la cesación de la ley; más concretamente en la última 
cláusula del c. 20. Según este canon, una ley universal posterior no 
deroga en nada el derecho particular o especial, a no ser que se disponga 
expresamente otra cosa en el derecho. Es obvio que esta cláusula no 
afecta a los decretos ejecutorios particulares que desarrollan legislación 
universal: éstos corren la misma suerte que el texto capital al que 
desarrollan, sin necesidad de ninguna cláusula derogatoria; si se deroga el 
texto capital queda derogado el texto complementario. Pero el resto de los 
supuestos de derecho particular sí que se contemplan aquí. 
Pues bien, la cláusula final del c. 20 merece una breve exégesis, 
antes de afrontar el despliegue de sus efectos. Destacaría las siguientes 
anotaciones: a) se ha producido, si lo recordamos, una inversión de los 
términos del c. 135: allí se decía derecho universal y ley particular, aquí 
se dice ley universal y derecho particular. Ni siquiera, viene a decir el 
legislador, una ley pontificia deroga el derecho particular si no lo advierte 
expresamente; b) se equipara, a estos efectos derogatorios, el derecho 
particular con el derecho especial, pero el análisis del derecho especial ex-
cede de nuestro propósito y responde a otros principios, sobre todo el de 
que el género no deroga la especie26; c) la cláusula tiene sentido preci-
samente porque advierte que el régimen de cesación del derecho particular 
25. J. HERRANZ. JI Pontificio Consiglio ...• cit.. p. 479. 
26. No es fácil documentar las razones del tránsito de la locución statuta personarum 
singularium del antiguo c. 22 al ius speciale del actual c. 20. Durante las discusiones de la 
codificación se usó el término statuta specialia personarum. que probablemente intentaba 
significar un concepto más alejado del privilegio singular y más próximo a la ley. 
alternativa que resulta más acabadamente cumplida con el concepto de ius speciale. El mismo 
coetus consultorilm adujo. al inicio de la formulación de los cánones de legibus. cuál era su 
mens acerca de la ley especial: «generales leges sunt quae pro omnibus christianis valent, et 
opponuntur legibus specialibus. quae ligant tanturnmodo certas classes personarum» 
(Communicationes 16 (1984). p. 147). 
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por oposición a la ley universal resulta una excepción, si atendemos a los 
modos de cesación propuestos para la ley : en los casos comunes la ley 
cesa por directa contrariedad, por reordenación integral de la materia o 
por cláusula revocatoria; sin embargo, en nuestro caso sólo tiene valor el 
último caput revocationis, la cláusula revocatoria; d) y para terminar, esa 
cláusula revocatoria debe ser expresa; es decir, el legislador ha de hacer 
mención expresa de su voluntad de revocar el derecho particular. Algo 
semejante a lo que lleva a cabo inequívocamente y con toda limpieza for-
mal el c. 6 § 1 con respecto a las leyes particulares antecodiciales: «desde 
la entrada en vigor de este código, se abrogan: ( ... ) 22 las demás leyes, 
universales o particulares, contrarias a las prescripciones de este código, 
a no ser que acerca de las particulares se establezca expresamente otra 
cosa». 
Visto lo cual, se puede decir por tanto que la norma universal se 
comporta de muy diverso modo frente a la norma particular, atendiendo a 
que ésta sea nondum condita o condita. Si la norma particular no ha sido 
emanada o constituida, deberá plegarse siempre a la norma universal ya 
promulgada; si la norma particular tiene ya vigor jurídico, la norma uni-
versal manifiesta una actitud previa de respeto. No es que no pueda 
derogarla, evidentemente, pero el propio derecho universal se asigna a sí 
mismo un requisito de legitimidad para hacerlo: debe constar expresa-
mente la voluntad revocatoria del legislador. 
9. ¿Cuál es el origen de esta regla de derecho positivo? En realidad 
los orígenes del c. 20 (como los del canon 22 del anterior código, que es 
su paralelo) son perfectamente rastreables. Responden a un principio 
enunciado por Bonifacio VIll27, que vendría a formularse así: el Romano 
Pontífice posee iura omnia in scrinio pectoris sui (conoce todo el derecho) 
y, en consecuencia, cuando establece una ley posterior revoca la 
27. VI /,2,1: «Licet Romanus Pontifex, qui iura omnia in scrinio pectoris sui censetur 
habere, constitutionem condendo posteriorem, priorem, quamvis de ipsa mentionem non 
facial, revocare noscatur: quia tamen locorum specialium (esta palabra falta en la versión de 
Friedberg) et personarurn singularium consuetudines et statuta, quum sint facti et in facto 
consistant, potest probabiliter ignorare: ipsis, dum tamen sint rationabilia, per 
constitutionem a se noviter editam, nisi expresse caveatur in ipsa, non intelligitur in aliquo 
derogare». 
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anterior aunque no haga mención de ello. Ahora bien, las costumbres y 
leyes de los lugares y de las personas singulares, cum sintfacti et infacto 
consistant (es decir, ya que se comportan al modo de los hechos; o con-
tienen un elemento fáctico que puede ser desconocido), es muy probable 
que las ignore; por tanto, a no ser que expresamente lo indique en la 
misma ley, no se debe entender en absoluto que las deroga. Hasta aquí la 
enunciación de Bonifacio VITI. 
Creo que esta decretal merece también un comentario: a) como simple 
anécdota diré que el iura omnia in scrinio pectoris sui fue un pasaje del 
que abusaron polémicamente bastantes enemigos del papado, sacándalo 
por completo de quici028: esa fórmula no está queriendo decir que el Papa 
es la única fuente de derecho en la Iglesia (que el cofre de su intimidad es 
el origen de todo el derecho canónico), sino que se presume que conoce 
todo el ius commune a efectos derogatorios; b) la fórmula, como se ve, 
responde a la visión psicológico-personalista de la dación de ley que ha 
sido tradicional en el derecho canónico: los efectos derogatorios dependen 
del conocimiento o ignorancia efectivas del legislador; c) esa ignorancia 
se presume del derecho particular: conocer todos los episodios jurídicos 
particulares y singulares potius divinitatis quam humanitatis est29, es más 
propio de Dios que delhombre, dirá la doctrina tradicional; pero también 
se presume, con presunción iuris et de iure, que legislador conoce todo el 
ius commune ; d) es muy posible -e incluso muy probable- que eso que 
estamos llamando derecho particular consistiera fundamentalmente para la 
formulación originaria (statuta locorum et personarum singularium) en 
derechos singulares adquiridos más que en normas particulares. De ese 
modo se entiende mejor el cum sint facti et in facto consistant; 
efectivamente, los hechos singulares deben alegarse y probarse porque no 
tienen, en principio, dimensión notoria y pública: se presume ignorancia 
de ellos. 
28. Gillmann hizo en su momento una notable y documentada exposición sobre el 
verdadero sentido de este principio: cfr. F. UILLMANN, Romanus pontifex iura omnia in 
scrinio pectoris sui censetur habere, en «Archiv für katholisches Kirchenrecht» 92 (1912), 
pp. 3-17 Y 106 (1926), pp. 156-174. 
29. Se tráta de una expresión común entre los decretalistas al comentar el capítulo 
bonifaciano: puede verse las referencias a Gofredo de Trano, Hostiense y Guido de Basio, que 
ofrece G. MICillELS, Normae generales ... , cit., p. 663, nota 6. 
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Pero, sea como fuere, esta regla ha sido aplicada por la doctrina, con 
todo el peso de la tradición, al ámbito del derecho público: al derecho 
particular y, por razones semejantes aunque no sea nuestro caso, al dere-
cho especial. Es más: no sólo al derecho particular episcopal, sino incluso 
al derecho particular pontificio. Esto resulta llamativo, pero asi lo entien-
de -repito- la doctrina y la misma formulación del c. 20: se presume que, 
a estos efectos, el legislador supremo ignora incluso sus propias leyes 
particulares. Parece un fuerte contraste con el § 2 del c. 15: no se presu-
me la ignorancia o el error -dice esa norma- acerca de una ley, de una 
pena, de un hecho propio, o de un hecho ajeno notorio. Habría apa-
rentemente una doble contradicción, porque se presume ignorancia por 
parte del legislador de un hecho propio que además tiene la condición de 
ley. 
De cualquier forma, a pesar de estos sugerentes contrastes, esta apli-
cación de la doctrina tradicional ha dado paso, ya en un ámbito netamente 
público, a una norma codicial. 
10. Así pues, hace falta una cláusula expresa de revocación. Aunque 
la nueva ley universal sea contraria a un determinado contenido del dere-
cho particular o reordene por completo materias afectadas por norma par-
ticular, no procede la derogación si no hay cláusula expresa. El problema 
es la fórmula exigible, o 10 que es 10 mismo, qué se debe entender por 
fórmula expresa. 
Con la doctrina en la mano, la solución no tendría duda: a falta de 
otras expresiones más específicas bastaría con las palabras contrariis 
quibuslibet minime obstantibus30• Más adelante expondré mis recelos ante 
la suficiencia de esta cláusula~ pero ya desde ahora digo que el arraigo 
doctrinal de esta solución es muy fuerte y que sería temerario oponerse a 
ella cerradamente. Pero veamos antes que nada las prerrogativas que 
existen a favor de su suficiencia: 
a) se trata de urta fórmula comprensiva, y capaz por tanto de exten-
derse a cualquier supuesto: no parece que deba quedar excluido el dere-
30. Cfr. A. VAN HOVE. De legibus ... , cit .• p.352; L. RODRIGO. Tractatus de legibus. 
Santander 1944. p. 409; G. MICillELS. Normaegenerales .. .. cit .• p. 664. Cfr. también la 
sentencia coram Perathoner. de 9.1.1912 (SRRD 4 (1912). p. 14). 
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cho particular, ya que en el quibuslibet caben la totalidad de los fenóme-
nos jurídicos; 
b) no es una cláusula meramente formularia o de estilo; es una fór-
mula, pero no un formulismo. Cualquiera que se tome la molestia de es-
tudiar, aunque sólo sea superficialmente, la fenomenología del contrariis 
quibuslibet advertirá de inmediato que la Santa Sede la utiliza con inten-
ción: no aparece en todos los casos, sino en los casos intencionalmente 
escogidos; de otra parte, como en otras muchas cláusulas de forma, hay 
una voluntad de confIrmar la autenticidad de su uso y para ello se modifI-
ca con frecuencia su expresión, hasta el punto de que se puede encontrar 
cientos de fórmulas de total equivalencia con palabras formularias ligera-
mente distintas; 
c) por 10 que respecta a la derogación del derecho, en el ordena-
miento canónico hay que mirar más bien a la voluntad del legislador que 
al aspecto formal en el que esa voluntad debe presumiblemente manifes-
tarse; un teórico desajuste formal no comporta necesariamente la inefIca-
cia del acto. No 10 digo como una realidad absoluta, ni mucho menos 
como un deseo, pero sustancialmente es cierto. Por eso, si el legislador 
entiende o pretende derogar con una fórmula insufIciente, yo no me 
atrevería a decir que ese acto resulte inválido; 
d) también parece evidente que en el derecho canónico moderno, en 
relación al derecho canónico clásico y medio, que era mucho más celoso 
de los particularismos y de las normas privilegiadas, ha crecido de modo 
considerable la facilidad para la revocación y la efIcacia de las cláusulas 
derogatorias, con un cierto despego por las fórmulas; 
e) por último, ya 10 hemos dicho antes, la interpretación doctrinal 
sobre la sufIciencia de la fórmula contrariis quibuscumque para la 
derogación de ley particular es comunísima: desde los clásicos hasta 
nosotros no hay prácticamente excepciones31 • Esto ya sería sólido por sí 
3 1 . Las citas de autoridad a que remite habitualmente la doctrina citada en la nota 29 
son: P. LAYMANN, Ius canonicum sive Commentaria in libros Decretalium, Dilingae 1663-
1698, in Sextum, lib. L tito 2, c. 1, n. 12; B. LEURENIUS, Forum beneficia/e, Coloniae 1742, 
lib. 1, q. 242, n. 5 ss. Habría que citar también a Barbosa: «Claus. Non obstantibus 
quibuscumque in contrarium facientibus, etc. posita ab 00, qui derogare potest, operatur 
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mismo, pero lo es más aún si consideramos la indicación del § 2 del c. 6: 
«en la medida en que reproducen el derecho antiguo, los cánones de este 
código · se han de entender teniendo también en cuenta la tradición 
canónica» . 
Así pues, parece que hemos taponado todas las perspectivas de re-
proche a esta formula revocatoria. 
11. Y sin embargo sigo pensando que hay múltiples razones que 
comprometen la suficiencia de la fórmula contrariis quibucumque minime 
obstantibus para derogar norma particular. Mis recelos son los siguientes: 
a) los términos «aliud in iure expresse caveatur» parece que exigen 
algo más que una indicación comprensiva o genérica. Si no queremos 
vaciar de contenido el término expresamente, nos veremos obligados a 
interpretarlo como siempre lo ha hecho la doctrina: como se interpreta en 
el c. 10 al atribuirse a las leyes irritantes o inhabilitantes, como se entien-
de en el c. 28 al aplicarse a la costumbre privlegiada, como se comprende 
en numerosísimos lugares paralelos del código; expresamente quiere decir 
que las palabras de la cláusula deben indicar con claridad el capítulo o la 
causa que se invoca. Da la impresión de cierto rebuscamiento hablar de 
«genéricamente expreso», como dice Michiels32• Una fórmula expresa de 
revocación debería indicar en este caso que deroga el derecho particular, y 
no solamente que deroga quibuslibet in contrario; 
b) en su origen, la cláusula non obstante era muy variada y se usaba 
con gran discriminación. El acto jurídico de la suprema potestad (porque 
«inferior a Principe hac clausula uti non potest» )33 podía estar pertrechado 
de variantes muy matizadas de la cláusula non obstante: non obstantibus 
privilegiis, non obstantibus statutis Ecclesiae, non obstanti 
effectum omnimodae derogationis omnium legum. et statutorum. etprivilegiorum. etiamsi 
privilegia non nominarentur». (A. BARBOSA. De clausulis usufrequentioribus, claus. 83. n. 
38. en «Tractatus varii». Lugduni 1678. p. 415). 
32. «Ad clausulam revocatoriam quod attinet. ipsa, ut attingat effectum de quo hic 
agitur. debet esse 'expressa'; non requiritur vera ut sit specifica seu explicite dicat revocari 
etiam statuta particularia, sed sufficit ut sit generalis seu quorumcumque revocatoria; v. g. 
'contrariis quibuscumque non obstantibus'» (O. MICHIELS. Normae generales .... cit .• p. 
665). 
33. A. BARBOSA. De clausulis ...• cit .• c1aus. 82. n. 2. p. 410. 
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bus quibuscwnque pactis, non obstante collatione aZteri Jacta, non obstan-
te quacumque consuetudine, non obstante quacumque praescriptione, non 
obstante quacumque lege, non obstante quibuscwnque constitutionibus 
veZ ordinationibus Apostolicis, etc34, y también non obstantibus quibus-
cumque in contrario. Pero ese uso múltiple ha desaparecido por completo 
de la práctica curial. De entre todas, se ha elegido la cláusula más útil, la 
de mayor cpacidad revocatoria, y se han olvidado todas las demás, cuyos 
efectos eran muy matizados. Ahora bien, tan sólo en virtud de la abun-
dancia de fórmulas y de matices tenía sentido el carácter absoluto (uni-
versal) de la cláusula contrariis quibuscumque. Precisamente porque ha-
bía fórmulas muy relativas era posible diseñar una fórmula absoluta. 
Ahora su uso se ha hecho indiscriminado, y cuanto más indiscriminado 
resulta el uso de una fórmula, menos efectos discriminatorios se le pue-
den atribuir; 
c) por otra parte, existen variantes de esta cláusula más absolutas 
que su versión común (por ejemplo, el «contrariis quibuslibet etiam spe-
ciali o incluso etiam specialissima mentione dignis non obstantibus»). 
Dichas fórmulas serían de todo punto inútiles si la clásula contrariis 
quibuslibet fuese totalmente comprensiva35; 
34. Cfr. A. BARBOSA, De clausulis ... , cit., claus. 82·88, pp. 410-420. 
35. Esta misma impresión de falta de comprensividad de la cláusula, a pesar de su 
aparente formulación universal, la tenían igualmente los autores cuando comentaban otras 
cláusulas más específicas, pero también comprensivas o totalizadoras en su ámbito; aun 
contando con su tenor universalista, hacían notar que cabían decenas de excepciones. Por 
ejemplo: «Haec clausula (non obstantibus quibuscumque pactis) non comprehendit pactum 
juratum ( ... ) Et non dicitur derogare dispositioni frrmatae consensu partium ( ... ) Nec statutis 
particularibus civitatum derogat». (A. BARBOSA, De clausulis ... , cit., claus. 85, nn. 1-3, p. 
417); «consuetudo immemorialis nunquam censetur sublata nisi expressa mentio de ea in 
lege, vel constitutione habeatur, nec comprehenditur in revocatione consuetudinis etiam 
cum dictione universali (non obstante quacumque consuetudine)>>. (lbid., claus. 87, n.8, p. 
418); «dictio, nulla, non excludere praescriptionem longissimam... (non obstante 
quacumque práescriptione)>>. (lbid., claus. 88, n.2, p. 420). Hay que decir, sin embargo, que 
no todos los autores atribuyen a las mismas cláusulas los mismos efectos. Para Suárez, por 
ejemplo, la cláusula 1IQn obstante lege disponente in contrario, posee · un valor absoluto, 
equiparable a la cláusula de plenitudine potestatis o ex certa scientia, de modo que no admite 
salvedades (cfr. F. SUAREZ, Tractatus de legibus ac Deo legislatore, Conimbricae 1612, lib. 
VIII, cap. 18, n. 6, p. 943). Esta postura extrema de Suárez será seguida por otros autores 
(cfr., por ejemplo, F. SCHMALZGRUEBER,lus Ecclesiasticum universum, Romae 1844, tomo 
IV, p. 553). 
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d) a veces existe la cláusula expresa de revocación de derecho par-
ticular y además, como algo diverso, el contrariis quibuslibet. No es muy 
frecuente, pero pueden verse dos magníficos ejemplos en las Consto Ap. 
Deus scientiarwn Dominus36 y Sapientia Christiana37; 
e) el último aspecto que querría subrayar es a mi juicio muy impor-
tante. Algún sector de la doctrina lo ha señalado ya con respecto a otras 
fórmulas (pienso en J.M. González del Valle38 y V. Gómez Iglesias39). 
Este tipo de cláusulas tienen su sede propia en el ámbito de la concesión 
de beneficios y de la adquisición de derechos, más que en el área del 
derecho objetivo y público. Para esos actos singulares nacieron espe-
cialmente las cláusulas revocatorias y es ahí donde hay que buscar su 
eficacia. 
Este conjunto de reproches quieren ser simplemente un modesto in-
tento para mejorar el régimen de las derogaciones de derecho particular; 
pero me hago cargo de que todo esto es una pretensión de praxi conden-
da, porque de praxi condita el asunto, como vimos, parece bastante claro 
y contrario a estas pretensiones. 
12. A pesar de la fuerte toma de postura que hemos hecho al 
comienzo acerca de la inclusión de la costumbre como fuente de genuino 
36. «Art. 58: Vigentes in praesenti contra hanc Constitutionem leges vel consue-
tudines, sive universales sive particulares, etiam specialissima et individua mentione 
dignae, abrogantur. Item privilegia a Sancta Sede ad haec usque tempora personis sive 
'physicis sive moralibus concessa, quae eiusdem Constitutionis praescriptis contraria sint, 
omnino revocantur. ( ... ) Quae autem per hanc Nostram Constitutionem statuimus, 
decrevimus, ediximus, mandavimus, rata omnia et firma consistere ac permanere auctoritate 
Nostra volumus et iubemus, contrariis quibuscumque minime obstantibus». (AAS, 23(1931), 
p. 262). 
37. «Art. 94. Vigentes in praesenti contra hanc Constitutionem leges vel consuetu-
dines, sive universales sive particulares, etiam specialissima et individua mentione dignae, 
abrogantur. Item privilegia a Sancta Sede ad haec usque tempora personis sive physicis sive 
moralibus concessa, quae eiusdem Constitutionis praescriptis contraria sint, omnino 
abrogantur. I Volumus demum ut haec Constitutio Nostra flrma, valida et efficax semper sit 
suosque plenos et integros effectus obtineat, et ab omnibus, ad quos res pertineat, religiose 
servetur, contrariis quibusvis nihil obstantibus. Si quis autem, sciens vel insciens, secus 
egerit ac Nos ediximus, id prorsus irritum atque inane haberi iubemus». (AAS 71(1979), p. 
499). 
38. Cfr. J. M. GONZALEZ DEL VALLE, Los actos pontificios como fuente del Derecho 
canónico, en «Ius canonicum» 32 (1976), pp. 245-292. 
39. Cfr. V. GOMEZIGLESIAs, Naturaleza y origen de la confirmación «ex certa scientia». 
cit., pp. 91-116, Y especialmente 97-98, 114-115. 
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derecho particular, da la impresión de que, en la estructuración y desarro-
llo del tema, la costumbre ha quedado algo marginada. No 10 hemos he-
cho por considerarla como un residuo normativo. El problema es más 
bien que su régimen es en muchos puntos diverso del de la norma escrita 
y resulta difícil en consecuencia encontrar un desarrollo equivalente para 
una y otra. 
Como decimos, el régimen de la costumbre es distinto e incluso sor-
prendente en relación a la norma escrita; hasta el punto de que deberíamos 
hacer una excepción al esquema de prevalencia de la norma universal so-
bre la particular cuando hablamos de la costumbre. Más en concreto, no 
encontramos ninguna indicación en la tradición canónica ni en el código 
que impida que una costumbre particular pueda prevalecer contra legem 
universalem. 
El motivo de fondo -incluso metajurídico o por 10 menos situado más 
allá del derecho positivo- hemos de encontrarlo en el venerable arraigo de 
esta fuente de derecho en la Iglesia: los codificadores de 1917 no 
pudieron quitársela de encima40, y los codificadores de 1983 ni siquiera 10 
han pretendido (más bien han hecho de ella una institución más técnica y 
eficaz41). 
Pero esa raíz histórica no es más que la razón de fondo; existen otros 
muchos motivos más inmediatos para que la costumbre no resulte una 
pieza arbitraria y rebelde en el conjunto del ordenamiento jurídico. ¿Cómo 
entender, por ejemplo, el caso de la costumbre particular que deroga le-
gislación universal? El expediente jurídico utilizado es muy sencillo: es el 
propio legislador universal el que consiente o da fuerza de ley a esa cos-
tumbre; es él, desde el punto de vista jurídico, el sujeto activo de su in-
troducción. Esto no es, en el actual estado del ordenamiento canónico, 
más que una cierta ficción, ya que ese consentimiento es legal, es decir, 
no se requiere un conocimiento efectivo y actual de la costumbre particu-
40. Puede verse la opinión que los codificadores de 1917 esgrimían en torno a la 
costumbre al inicio de los trabajos de codificación (y el criterio ciertamente receloso de 
Wernz, uno de los codificadores de más prestigio), en G. FELICIANI, Lineamenti di ricerca 
sulle origini della codificazione canonica vigente, en «Annali della FacoltA de 
Giurisprudenza in onore di Attilio Moroni», tomo 1, UniversitA di Macerata, Milano 1982, 
pp. 217-218. 
41. Cfr. a este respecto la opinión de P. LOMBARDIA, Lecciones de Derecho canónico, 
Madrid 1984, pp. 157-160. 
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lar por parte del legislador universal42; sin embargo, el legislador uni-
versal ha tomado las medidas jurídicas oportunas para consentir con 
garantías, aun faltando ese conocimiento explícito y efectivo. 
Esas medidas son precisamente la condición de racionalidad (c. 24), 
los plazos de cumplimiento del uso (c. 26), y la capacidad y el animus de 
la comunidad para introducirlo (c. 25). Fácilmente advertimos que es en 
la valoración de la racionalidad del comportamiento (que va más allá del 
puro respeto del derecho divino, natural y positivo) donde el consen-
timiento legal está más desarmado, donde tiene menos garantías de for-
malización; pero también es ahí donde existe mayor posibilidad de efec-
tuar la reprobación in iure: «la costumbre expresamente reprobada por el 
derecho -dice el c. 24- no es razonable». Si la costumbre particular 
cumple todos estos requisitos legales puede prevalecer contra la ley uni-
versal. No hace falta repetir que los obispos son también responsables de 
esta legislación y jueces naturales de la racionalidad de los comportamien-
tos contra ius universale (c. 392 § 2). 
En lo referente a la cesación de la costumbre particular por ley uni-
versal, la reacción del ordenamiento jurídico canónico es equivalente a la 
dada para la revocación de norma escrita. El c. 28 es paralelo al c. 20: «a 
no ser que las cite expresamente -dice el c. 28-, la ley no revoca las cos-
tumbres centenarias o inmemoriales, ni la ley universal revoca las cos-
tumbres particulares». No vamos a repetir las razones dadas anteriormen-
te para explicar este respeto a lo particular en el ordenamiento canónico. 
Pero sí convendrá decir algo más: así como los autores mantienen la su-
ficiencia de la cláusula contrariis quibuslibet para la cesación de ley par-
ticular, tienen mucho más escfÚpul043 para aceptarla con respecto a la 
42. «El consentimiento con que ha de contar la costumbre es el legal; es decir, toda 
costumbre cuenta con el consentimiento del legislador supremo, si reúne los requisitos 
exigidos por los cc. 24-28, independientemente de que las autoridades eclesiásticas tengan o 
no noticia del uso de la comunidad en el que la norma consuetudinaria se basa». (P. 
LOMBARDIA, Lecciones de Derecho canónico, cit., p. 158). 
43. La doctrina mayoritaria de los comentadores del CIC 17 (por ejemplo Van Hove, 
Toso, Vermeersch-Creusen, Wernz-Vidal, Maroto, Coronata), continúa opinando que la 
costumbre particular puede ser revocada por una cláusula explícitamente universal, como es 
contrariis quibuscumque non obstantibus u otra de este tenor, e incluso (por ejemplo, 
Rodrigo) implícitamente universal, como es non obstante consuetudine contraria. Sin 
embargo no faltan autores, sobre todo Michiels (con el que convienen Trurnmer, Claeys 
Boouaert-Simenon, Sipos) que abogan por la necesidad de una cláusula de revocaci6n 
específicamente expresa para el derecho particular: <<jamnunc, propter explicitam vol un-
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costumbre particular y -no hace falta decirlo- contra la costumbre cente-
naria. Unas y otras son costumbres privilegiadas, y determinados autores 
exigen cláusulas -ahora sí- expresas o, como gustan decir algunos, «es-
pecíficamente expresas». 
Esto, a mi juicio, indica por lo menos dos cosas: el indudable trato de 
favor que ha tenido siempre la costumbre en nuestro ordenamiento jurídi-
co, y la escasa estabilidad que muestra la doctrina acerca de los requisitos 
formales de revocación. 
tatem supremi legislatoris in can. 30 inaequivoce manifestatam, probabiliter non sufficit 
clausula revocatoria implicite vel explicite universalis, sed requiritur clausula specifica 
consuetudinum particularium explicite revocatoria, ut 'nulla vel non obstante consuetudine 
contraria, etiam particulari' aut 'non obstante jure particulari contrario',. (O. MIClllELS; 
Normae generales iuris canonici, n, Parisiis-Tornaci-Romae 1949, p. 210). Este autor 
alega, para fundamentar su posición en el derecho positivo, que la formulación de los ce. 22 
y 30 del CIC 17 (cuyos paralelos actuales son el 20 y 28) no es equivalente: en el caso de 
cesación de ley particular se exige que la ley universal expresse caveatur acerca de la 
revocación, mientras que para la revocación de las costumbres particulares se requiere que la 
ley universal expressam de iisdem mentionem fecerit. 
